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TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE VEJEZ / IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÒN DE TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / REQUIERE ANÁLISIS PROBATORIO CONCIENZUDO / HUBO TRASLADO PREVIO ENTRE REGÍMENES.
… una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo…
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales…”
Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, como tampoco lo es para declarar si el señor Laureano Sánchez es o no beneficiario del régimen de transición, o afianzar la validez del traslado efectuado desde el RAIS al RPM, pese a haberse efectuado presuntamente sin cumplimiento de los requisitos legales, en otras palabras, es evidente que para este preciso caso se incumple con el requisito de subsidiariedad expuesto en precedencia, al existir otro mecanismo en la jurisdicción ordinaria laboral…
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor LAUREANO SÁNCHEZ ORTIZ, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 1º de agosto de 2019, mediante el cual resolvió declarar improcedente la solicitud de amparo constitucional promovida por el recurrente en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:

Narró el accionante que se afilió a COLPENSIONES el 10 de marzo de 1971. Que para el 1º de abril de 1994 tenía más de 40 años de edad, lo que se traduce en ser beneficiario del régimen de transición. Posteriormente se trasladó al RAIS por medio de la AFP PORVENIR el 6 de julio de 1999. Finalmente regresó al RPM COLPENSIONES el 13 de octubre de 2017, lo cual fue permitido por esta última, tal y como se evidencia en oficio del 19 de octubre de 2018, con radicado 2018_13247877, en la que le indicaron que se encontraba debidamente afiliado a esa administradora de pensiones, y lo invitaban a que continuara realizando sus aportes.
El 21 de junio de 2018, el accionante presentó ante COLPENSIONES una solicitud de reconocimiento pensional por vejez, pero dicha entidad, mediante Resolución SUB 322175 del 11 de diciembre de 2018, declaró su falta de competencia para decidir sobre el reconocimiento y pago de la prestación solicitada, bajo el argumento consistente en que su afiliación a esa AFP no es válida.   
Ante lo dicho por COLPENSIONES, el accionante instauró derecho de petición en PORVENIR, pero allí le indicaron que él no cuenta con afiliación vigente a esa AFP.  
Los últimos 4 aportes efectuados por el accionante, y que por cierto figuran en su historia laboral, se hicieron ante COLPENSIONES, además, acorde con un certificado de afiliación expedido por Colpensiones el 4 de julio de 2019, él se encuentra en calidad de ACTIVO COTIZANTE a dicha AFP.  

PRETENSIONES:

De conformidad con los anteriores hechos, pidió el accionante que se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, vida digna, dignidad humana y seguridad social, y en consecuencia, se le ordene a COLPENSIONES que resuelva su solicitud de reconocimiento pensional.
ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Admisión: 

El Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la presente actuación en las calendas del 19 de julio de 2019, fecha en la que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las AFP COLPENSIONES y PORVENIR para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado la AFP PORVENIR presentó un escrito signado por la Dra. Diana Martínez Cubides, Representante Legal Judicial de esa entidad, en el cual argumentó que el señor Laureano Sánchez Ortiz solicitó su traslado a la AFP COLPENSIONES, y teniendo en cuenta que cumplió con los requisitos de ley para ello, se procedió a realizar su traslado de aportes a esta última desde el 30 de noviembre de 2017. 
Así las cosas, aseguró que carece de legitimación por pasiva. Sin embargo, pidió que se amparen los derechos del accionante, y como consecuencia de ello se le ordene a COLPENSIONES que resuelva la solicitud pensional del accionante, con base en su afiliación vigente, y que además se desvincule a esa entidad del presente asunto. 
Más adelante agregó que en este asunto no se cumplen los presupuestos de procedibilidad de la tutela. 

La AFP COLPENSIONES, por su parte, indicó que mediante Resolución SUB 322175 del 11 de diciembre de 2019 (Sic), notificada por aviso el 4 de enero de 2019, dio respuesta a la solicitud de reconocimiento pensional del accionante, en la cual se le indicó que esa entidad no tiene competencia para acceder al mismo. A ello, agregó que el accionante no agotó los recursos de la vía administrativa. 
Argumentó que la respuesta a los derechos de petición no implica una aceptación de lo pedido, por lo cual, pidió que se declare la improcedencia de la presente acción. 
3. Sentencia:

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho A Quo resolvió mediante sentencia del 1º de agosto de 2019 “negar por improcedente” el amparo de los derechos reclamados, al considerar que no se acreditó el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela.
4. Impugnación:

El día 12 de agosto de 2019 el accionante presentó ante el Despacho de conocimiento un memorial de impugnación; en dicho escrito reconoció que la vía ordinaria laboral es la idónea para reclamar su pensión de veje, lo que aquí se pretende no es que se resuelva lo concerniente a esa acreencia en sede de tutela, sino que se determine cuál es la entidad que tiene a cargo la responsabilidad de pronunciarse frente a la misma en el escenario administrativo, y que emita un pronunciamiento de fondo en el que se analice si cumple o no con los requisitos para acceder a dicho reconocimiento. 

Argumentó que desde el año 2018 está realizando trámites para obtener la pensión de vejez, solicitud que no ha sido resuelta debido al conflicto entre las administradoras de pensiones del RAIS y RPM, pues ninguna de las dos accede a tenerlo como activo en su sistema. Sin embargo, añadió que desde el 19 de octubre de 2018 COLPENSIONES aceptó su vinculación en esa AFP. 

5. Decisión previa de la Sala: 

Debido a un error secretarial, principalmente en cabeza del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quien dejó entrever una aparente inconsistencia relacionada con la oportunidad en que fue presentado el recurso de impugnación, esta Sala de decisión resolvió mediante auto del 17 de septiembre de 2019 abstenerse de desatar la impugnación por extemporaneidad. 

El día 26 de septiembre de 2019, ingresó de nuevo a la Sala, por medio de la Oficina Judicial de Reparto, el cuaderno de tutela de la referencia con el consecutivo Nro. 02, en virtud de la orden dictada por el Juzgado de conocimiento a través de auto del 25 de septiembre, en el cual expuso que la Secretaría de esos Juzgados desconoció las garantías procesales que le asistían al accionante durante el trámite de notificación del fallo, lo cual redundó en la indebida contabilización de los términos de ejecutoria, circunstancia que le impidió al señor Sánchez Ortiz acceder a un pronunciamiento de segunda instancia con respecto a su acción de tutela. En tal virtud, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad concedió nuevamente, y de manera oficiosa, el recurso de impugnación impetrado por el accionante para que se desatara la alzada en esta Corporación; pero la Colegiatura, teniendo en consideración que la actuación se había remitido a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión el 23 de septiembre de 2019, concluyó que no era posible hacer un pronunciamiento adicional al respecto, toda vez que había perdido competencia frente al asunto, dado que en principio se podía afirmar que la sentencia proferida por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en las calendas del 1º de agosto de 2019, había cobrado firmeza, lo que a su vez dejaba entrever que sobre aquella pesaban los principios de inmutabilidad o irreformabilidad, de tal suerte que no pudiera modificarse su contenido por parte de quienes frente a aquella, de una u otra manera, ya habíamos tomado una decisión.  

6. Recurso de súplica: 

Es de anotar que, de manera concomitante con el trámite de la “segunda impugnación”, el señor Laureano Sánchez Ortiz presentó recurso de súplica en contra del auto por medio del cual la Sala declaró la extemporaneidad de su recurso, argumentando que el Despacho de primer nivel incurrió en un error en la notificación de la sentencia y la suscripción del acta de términos de ejecutoria, lo cual hizo mediante escrito de ese mismo 26 de septiembre de 2019, memorial que en la misma fecha fue remitido a la Corte Constitucional por parte de la Secretaría, dado que el expediente ya reposaba en esa Corporación para su eventual revisión. 
Así las cosas, la Corte Constitucional atendió lo solicitado por el accionante, y dispuso mediante auto del 19 de noviembre de 2019 la devolución de la actuación a esta Sala, con el fin de que se efectuara un pronunciamiento con respecto al recurso de súplica promovido por este último en contra del auto por medio del cual se declaró la extemporaneidad de su impugnación. 
Acorde con lo anterior, acogiendo lo decidido por la Corte, el Despacho sustanciador le dio trámite al recurso de súplica, para lo cual hizo uso de las normas del Código General del Proceso, específicamente los artículos 331 y 332, por remisión normativa, acorde con lo estatuido en el artículo 4º del Decreto 306 de 1992; de allí, que se ordenara correr traslado de dicho recurso a las AFP COLPENSIONES Y PORVENIR por el término de 3 días para que se pronunciaran sobre el asunto, y que una vez culminado dicho plazo, se pusiera el asunto a disposición del Magistrado que seguía en turno, Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, para que se pronunciara al respecto. 
Más adelante, mediante auto del 14 de enero de 2020, los Magistrados Jorge Arturo Castaño Duque y Jairo Ernesto Escobar Sanz declararon su impedimento para emitir un pronunciamiento frente al recurso de súplica, dado que ellos también conformaron la Sala de Decisión en que se resolvió el asunto que originó la interposición del mismo, por lo que manifestaron encontrarse incursos en las causales 4º y 6º del artículo 56 de la Ley 906 de 2004; en vista de ello, ordenaron conformar una Sala de Conjueces.
Una vez culminado el trámite de designación y conformación de la Sala de Conjueces, integrada por los Dres. Luis Felipe Miranda Rodríguez (Ponente), Cristian Bernardo Gómez Mena y Alexander Zapata Largo, decidieron en las calendas del 9 de marzo de 2020, declarar fundado el impedimento formulado por los Magistrados Jorge Arturo Castaño Duque y Jairo Ernesto Escobar Sanz, para conocer del recurso de súplica.  

Finalmente, mediante auto del 20 de abril de 2020, los Conjueces determinaron que el señor Laureano Sánchez Ortiz no debía asumir la carga de los errores de la Administración de Justicia como en éste evento, de una errónea notificación que hiciera pensar en la hipotética extemporaneidad de su recurso de impugnación en contra de la sentencia de primera instancia, por lo que, como garantía de acceso a la Administración de Justicia, se le concedió el recurso de súplica, para lo cual procedió a revocar la decisión del 17 de septiembre de 2019, mediante el cual esta Sala de Decisión se abstuvo de desatar la alzada, para que así se resuelva lo que en derecho corresponda frente a los reparos del accionante en relación con la teoría de la improcedencia de la tutela argüida por el Juez de primera instancia.
El asunto arribó nuevamente al Despacho sustanciador el 29 de abril de 2020, acorde con lo cual se procede a decidir, previo a las siguientes
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico:  

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si como lo afirmó el recurrente, el Juez A Quo se equivocó en su análisis de procedencia en la presente acción tuitiva, al no conceder la solicitud de amparo constitucional deprecada; o si por el contrario, la conclusión de ese Despacho judicial fue acertada y merece la ratificación de la Sala. 

· Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esa facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario, como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre es necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En ese orden de ideas, el inciso 3º del artículo 86 Superior, así como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario o residual, que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales. De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.
El caso concreto:

Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, como tampoco lo es para declarar si el señor Laureano Sánchez es o no beneficiario del régimen de transición, o afianzar la validez del traslado efectuado desde el RAIS al RPM, pese a haberse efectuado presuntamente sin cumplimiento de los requisitos legales, en otras palabras, es evidente que para este preciso caso se incumple con el requisito de subsidiariedad expuesto en precedencia, al existir otro mecanismo en la jurisdicción ordinaria laboral, cual es la llamada a resolver las controversias de esta índole, teniendo en cuenta que en esta acción, como bien lo indicó la Cognoscente, no se superó el test de procedibilidad, como pasa a verse: 

· La Sala no desconoce que el señor Laureano Sánchez sea una persona de la tercera edad; sin embargo, ello no se traduce en que la jurisdicción constitucional esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades, pues el hecho de ser un sujeto de especial protección constitucional, no es esto una carta blanca para acceder a cualquier tipo de solicitud que deliberadamente impetre quien ostenta esa calidad, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable, que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables.
 

· Los conflictos de orden laboral, o aquellos relacionados con el sistema de seguridad social integral, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural a la que, por regla general, debe acudir quien pretenda controvertir una decisión de la administración de esta naturaleza.   
· Además, debe decirse que esta Colegiatura considera que no puede predicarse, que por el mero hecho de la avanzada edad, y de una afirmación en el sentido de que el único medio de subsistencia es la pensión que se exige, sea suficiente para acceder a lo solicitado por quien promueve la querella de amparo, pues debe tenerse en cuenta que el factor edad por sí mismo considerado no es suficiente para pregonar la ocurrencia de dicha contingencia, ni mucho menos que unos dineros que aún no se le han asignado sean los que requiere para su sostenimiento, máxime cuando dicho reclamo aún no puede tildarse como un “derecho adquirido”, por cuanto su reconocimiento está en litigio, mismo que deberá ser objeto de esclarecimiento por la vía judicial ordinaria y por ende la acción constitucional se torna improcedente.
En ese orden, no puede el accionante pretender hacer uso de la tutela como medio para suplantar o evadir los medios judiciales existentes y ordinarios establecidos por el legislador, máxime cuando en el presente caso no existe prueba de esa urgencia y necesidad de que el juez constitucional se inmiscuya en asuntos que deben ser debatidos ante la justicia ordinaria dada la complejidad de los mismos, mucho menos cuando es evidente que en contra de la decisión adoptada por  parte de la entidad accionada no se interpusieron los recursos que contra el mismo procedían, con lo cual se le permitió a esa decisión cobrar firmeza. 

En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que busca la parte accionante es saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, a pesar de que sabe que lo que debe hacer es acudir a la vía jurisdiccional que tiene a su alcance, en vez de pretender que por medio de la tutela, en un término tan perentorio, se desate un litigio que necesariamente debe ser debatido ante las autoridades competentes. 

Se concluye que el señor Laureano Sánchez no se ubica dentro de esas hipótesis contingentes que abrirían paso a una eventual intervención por parte del Juez Constitucional, por lo cual, resulta inviable acceder a las solicitudes deprecadas por él, dado que a pesar de ser un mecanismo informal, y que su procedimiento no sea tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos. 
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente, al no cumplirse con el requisito de subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquel; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor LAUREANO SÁNCHEZ ORTIZ en contra de COLPENSIONES, acorde con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-030 de 2015
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